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Una política de desarrollo rural y seguridad alimentaria tiene como eje al pequeño produc-
tor agropecuario familiar. Su objetivo es lograr procesos de desarrollo en territorios rura-

les, así como de crecimiento simultáneo (virtuoso) de la producción y del bienestar de las familias, par-
ticularmente de los productores de alimentos. Además, busca la protección de la calidad de los recursos 
y del ambiente. Ello se puede lograr a través del incremento de los activos (tangibles e intangibles), del 
aumento de infraestructuras y servicios que potencian la valorización de esos activos, y de la mejora en 
la dotación y calidad de los servicios básicos y sociales de los centros poblados rurales. Una política así 
orientada no puede ser sectorial. Al contrario, requiere los aportes técnicos y presupuestales de diversos 
sectores que actúen concurrente y articuladamente. Para lograrlo, se necesita de una decisión política del 
más alto nivel, que logre romper inercias sectoriales del Estado, del acompañamiento de un consejo con 
representantes de sociedad civil que vigilen su continuidad y de un diseño de gobernanza intersectorial e 
intergubernamental.

E l presente documento sus-
tenta una política de de-
sarrollo de los territorios 
rurales con énfasis en la 

agricultura familiar campesina, 
productora de alimentos, y en la 
protección del ambiente. Los te-
rritorios rurales son los espacios 
donde la actividad de las perso-
nas asegura la mayor parte de una 
gama extremadamente variada de 
alimentos para el conjunto de la 
población nacional. Por ello, jue-
gan un rol de primer orden en la 
seguridad alimentaria y en el de-
sarrollo de otros sectores, como 
la gastronomía y el turismo, ade-
más de su papel tradicional en la 
provisión de insumos y de produc-
tos exportables. 

El actor central de la sociedad 
y la economía rural es el peque-
ño agricultor familiar. El 74% de la 
población activa en centros po-
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Estas sociedades rurales de 
pequeños emprendimientos, que 
aseguran la producción de la 
mayor cantidad y variedad de 
alimentos que consume la po-
blación nacional, son espacios 
de alta pobreza. La incidencia de 
la pobreza rural se mantiene alta 
(40.8%) y probablemente se ha 
incrementado como efecto de 
la crisis desatada por la pande-
mia de la COVID-19. El sector eco-
nómico que concentra la mayor 
proporción de pobreza y pobreza 
extrema en el país es agricultu-
ra, ganadería, pesca y silvicultu-
ra. En 2019, el 54% de las personas 
en situación de pobreza y más 
del 90% en situación de pobreza 
extrema se dedicaban a estas 
actividades.

Esta precariedad persistente 
corresponde a lo que se ha lla-
mado “trampas de pobreza”, de-

Los territorios rurales 
son los espacios donde 
la actividad de las 
personas asegura la 
mayor parte de una 
gama extremedamente 
variada de alimentos 
para el conjunto de la 
población nacional.

blados rurales desarrolla su ac-
tividad en el rubro de agricultura, 
ganadería, pesca y silvicultura. 
Además, el 85% de los agricultores 
residentes de áreas rurales labora 
en unidades pequeñas; es decir, 
de menos de cinco trabajadores.
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Opciones de políticafinidas como situaciones en las 
que colectivos (no individuos 
aislados) no logran salir de la de 
pobreza, debido a las caracte-
rísticas de sus territorios: débil 
provisión de servicios, débil ca-
pital natural no mejorado con 
inversiones, escasa infraes-
tructura de comunicaciones 
y de conectividad en general, 
distancia a mercados, servicios 
sociales de mala calidad, etc. 
Diversas investigaciones han 
mostrado que son las inversio-
nes concurrentes, no fragmen-
tadas o dispersas, en infraes-
tructura pública y social, las que 
tienen efectos sobre la calidad 
de vida de las personas y los po-
blados rurales.

Finalmente, la situación de 
las variables que inciden en la 
productividad de los producto-
res agrarios es crítica. El últi-
mo censo reveló que el nivel de 
fragmentación de las parcelas 
de pequeños agricultores se ha 
incrementado y el tamaño pro-
medio de sus unidades agrope-
cuarias ha disminuido. Mostró 
también que el 91% de pequeños 
productores no había recibi-
do ninguna asistencia técni-
ca; mientras que el 76% señaló 
como razón principal, para deci-
dirse por un cultivo, que siempre 
ha sembrado lo mismo o que se 
trata de un cultivo de bajo cos-
to, lo cual es consistente con la 
ausencia de asistencia técnica, 
servicios de información e in-
cluso de crédito. Es dramática 
también la ausencia de con-
troles que protejan la calidad 
de los recursos (tierra y agua) y 
los ecosistemas; asimismo, de 
estrategias que fortalezcan la 
resiliencia y adaptación de las 
prácticas productivas al cambio 
climático.

A pesar de su importancia 
como población (más de dos 
millones de familias, poco más 
del 20% de la PEA) y como sopor-
te de la seguridad alimentaria, 
el Estado peruano ha priorizado 
en sus políticas promocionales 
a la gran propiedad agropecua-
ria para exportación y ha dejado 
a su suerte este sector.

U na política de desarrollo 
rural, incluso orientada a 
fortalecer la capacidad 
nacional para producir 

alimentos, no puede ser una po-
lítica sectorial y requiere del con-
curso de diversos sectores.

La política de desarrollo rural y 
seguridad alimentaria tiene como 
objetivo lograr procesos de pro-
greso en territorios rurales; entre 
ellos, favorecer el crecimiento si-
multáneo (virtuoso) de la produc-
ción y del bienestar de las familias 
de los productores y trabajadores, 
particularmente de los producto-
res de alimentos, sin dejar de lado 
la protección de la calidad de los 
recursos y del ambiente. 

El primer objetivo específico 
es incrementar la dotación de 
activos, tangibles e intangibles, 
de las familias de pequeños agri-
cultores, lo que se puede lograr a 
través de:

●	 Mejora de las capacidades 
técnicas y los conocimientos 
de los pequeños agricultores, 
lo que supone implementar 
programas de capacitación, 

asistencia técnica, escue-
las de campo, difusión de in-
formación, así como facilitar 
adaptaciones tecnológicas de 
innovaciones.

●	 Mejora en la dotación y cali-
dad de sus activos físicos y 
naturales, a través de equi-
pamiento de riego en parce-
la, ampliación de frontera por 
rehabilitación de andenes, 
protección de laderas, equi-
pamiento agrícola, fitotoldos, 
siembra y cosecha de agua, 
microrreservorios (infraes-
tructura natural, no siempre 
gris), etc.

El segundo objetivo específi-
co es incrementar la rentabilidad 
(los factores de valorización) de 
los activos familiares, lo que se 
puede lograr a través de:

●	 Mejora en la dotación de acti-
vos públicos en los territorios 
rurales, a través del incremen-
to de cobertura y calidad de 
caminos vecinales, telefonía, 
conectividad y electrificación 
en centros poblados rurales, 
así como de la ampliación y 
optimización de la disponibili-
dad de agua de riego.

●	 Mejora de los servicios econó-
micos, lo que supone asesoría 
para la conexión con merca-
dos y empresas, información 
sobre precios, certificación 
de semillas, seguros frente a 
desastres y, particularmen-
te, ampliar la cobertura de los 
servicios financieros con pro-
ductos adaptados a la peque-
ña agricultura familiar.

●	 Mejora de las capacidades de 
acción colectiva a través de 
incentivos a la asociatividad y 
formalización de organizacio-
nes empresariales. 

El tercer objetivo específico es 
incrementar la dotación y calidad 
de servicios básicos y sociales en 
los centros poblados rurales, lo 
que se puede lograr a través de:

La política de desarrollo 
rural y seguridad 
alimentaria tiene como 
objetivo lograr procesos 
de progreso en territorios 
rurales; entre ellos, 
favorecer el crecimiento 
simultáneo (virtuoso) 
de la producción y del 
bienestar de las familias 
de los productores 
y trabajadores, 
particularmente de 
los productores de 
alimentos.
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●	 Decisión política. Una política 
de desarrollo rural y seguridad 
alimentaria, con protección 
del ambiente, requiere de una 
decisión política firme porque 
debe cambiar inercias sec-
toriales del Estado, y porque 
necesita mantenerse soste-
nidamente en el tiempo. Para 
garantizar la permanencia de 
la política, se constituiría un 
consejo con representantes 
de la sociedad civil.

●	 Un diseño institucional inter-
sectorial. Conformar un Sub-
gabinete de Desarrollo Rural, 
integrado por los Ministerios 
de Agricultura (que funciona-
ría como ente coordinador e 
instalaría una Dirección Eje-
cutiva), Desarrollo e Inclusión 
Social, Ambiente y Transportes 
y Comunicaciones. Dicho sub-
gabinete tomaría decisiones 
sobre las metas y los crite-
rios de selección de las pro-
vincias a ser conjuntamente 
intervenidas, así como de los 
programas presupuestales de 
sus ministerios que entrarían a 
una ejecución articulada.

●	 Un diseño institucional con 
una estructura descentrali-
zada que integre a los gobier-
nos regionales. Estos cons-
tituirían un Comité Regional 
de Desarrollo Rural, integrado 
por las Gerencias de Desarro-
llo Económico y de Desarrollo 
Social y los órganos descon-

centrados de los ministerios 
del subgabinete. Este Comité 
Regional prepararía el plan de 
intervención en las provincias, 
de acuerdo al tipo de agricul-
tura familiar predominante y 
generaría tres subcomisiones, 
una por objetivo: (i) de mejora 
sostenible de los activos de 

las unidades familiares agro-
pecuarias; (ii) de mejora de los 
factores de valorización de 
los activos de las familias (in-
fraestructura, servicios eco-
nómicos); (iii) de mejora de la 
calidad y dotación de servicios 
básicos rurales. Cada subco-
misión integraría a los directo-
res regionales correspondien-
tes y a representantes de los 
órganos desconcentrados, in-
cluyendo los demás sectores.

●	 Considerar el ámbito de pla-
neamiento y de ejecución. 
Este ha de ser la provincia, 
en tanto espacio de articula-
ción de los territorios rurales 
con los mercados, espacio de 
planeamiento de infraestruc-
tura de vialidad y de servicios 
y espacio de gestión ambien-
tal. En cada provincia donde 
se actúa, se requiere realizar 
una caracterización actualiza-
da de sus principales rasgos y 
carencias, y un plan operativo 
con una selección específi-
ca de líneas de intervención 
y presupuestos, y secuencias 
de intervención en los distri-
tos o zonas. Se elaboraría en 
sesiones estratégicas con 
la presencia del alcalde pro-
vincial y representantes de 
los agricultores de la provin-
cia. Los alcaldes provinciales 
quedan a cargo de supervisar 
que los sectores cumplan los 
acuerdos y remiten sus in-
formes de seguimiento tanto 
al gobierno regional como al 
subgabinete.

●	 Producción de condiciones 
favorables de habitabilidad 
en los territorios rurales, que 
mejoren la calidad de vida de 
sus poblaciones y sus recur-
sos (ampliación del Progra-
ma Nacional de Saneamiento 
Rural, incluyendo medidas de 
mejora y control de la calidad 
del agua, y ampliación de sis-

temas de procesamiento de 
aguas servidas y de residuos 
sólidos en “ciudades rurales”).

●	 Diseño e implementación de 
formas de acceso, en condi-
ciones de ruralidad, a servi-
cios de calidad, como educa-
ción secundaria de alto nivel 
y salud. Además, se requieren 
servicios de movilidad escolar 

a secundarias rurales de alto 
rendimiento, o educación se-
cundaria en alternancia o in-
ternado escolar, y sistemas de 
atención rural de emergencias 
de salud.

●	 Diseño e implementación de 
una red de escuelas técnicas 
(reconversión de los institutos 
tecnológicos).

Recomendaciones

Una política de 
desarrollo rural y 
seguridad alimentaria, 
con protección del 
ambiente, requiere de 
una decisión política 
firme.

Para implementar la política de 
desarrollo rural y seguridad alimentaria 
se necesita (i) decisión
política, (ii) un diseño institucional
intersectorial, (iii) un diseño 
institucional con una estructura 
descentralizada que integre a los 
gobiernos regionales, (iv) considerar 
el ámbito de planeamiento y de 
ejecución, (v) mejor ejecución del 
presupuesto, (vi) alianzas y ―en el 
corto plazo― (vii) definir con más 
claridad la manera de operar del 
Programa de Garantía del Gobierno 
Nacional para el Financiamiento Agrario 
Empresarial y de AgroBanco.

P ara implementar la políti-
ca, se necesita:
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En los primeros 100 días, es posible implementar un dise-
ño institucional de gobernanza intersectorial e intergu-
bernamental, mediante la creación del Subgabinete de 
Desarrollo Rural. En ese periodo, puede contarse ya con 
el equipo básico de la Dirección Ejecutiva que empiece 
sus funciones. Debe estar también convocado, por de-
creto supremo, el organismo de la sociedad civil a cargo 
del acompañamiento de la política.

A lo largo del primer año, se requiere:

●	 Haber seleccionado las categorías presupuestales 
que se incorporarán a la estrategia de intervención 
articulada y concurrente.

●	 Haber coordinado con un conjunto de gobiernos 
regionales la implementación de la política. Los go-
biernos regionales involucrados habrán constitui-
do, antes de finalizado el primer año, sus Comités 
Regionales de Desarrollo Rural, así como los subco-
mités por objetivo específico.

●	 A final del primer año, se contará con un conjunto 
de provincias seleccionadas y se habrán realizado 
la caracterización y los primeros planes operativos, 
ejecutando las categorías presupuestales invo-
lucradas. Desde el inicio, se elaborarán líneas de 
base para los tres objetivos específicos.

●	 Estarán elaborados los indicadores. Además, un se-
máforo de alerta sobre cumplimiento de compro-
misos sectoriales y regionales estará en manos de 
los alcaldes provinciales para el seguimiento de la 
política.

●	 Estarán incorporadas, en el presupuesto de 2022, 
las modificaciones adaptativas a la política, como la 
ampliación del presupuesto de las categorías pre-
supuestales 0042 (Aprovechamiento de los recur-
sos hídricos para uso agrario), 0089 (Reducción de 
la degradación de los suelos agrarios), 0118 (Acceso 
de hogares rurales con economías de subsistencia 
a mercados locales-Haku Wiñay) y 0121 (Mejora de la 
articulación de pequeños productores al mercado).

Al quinto año, se tendrá implementada la política en 20 
gobiernos regionales, y constituirá una manera habitual 
de operar los programas presupuestales con inciden-
cia en el desarrollo sostenible de los territorios rurales 
(no un piloto, una política nacional). Asimismo, se dis-
pondrá de una evaluación de resultados, de manera que 
se identifiquen correctivos a ser implementados en el 
próximo gobierno.

Hoja de ruta●	 Mejor ejecución del pre-
supuesto. Los recursos de 
la política y sus planes son 
categorías presupuestales 
vinculadas a los objetivos en 
varios sectores. En 2019, hubo 
18 categorías presupuestales 
con 19,000 millones de soles 
de presupuesto institucional 
modificado, que se ejecuta-
ron de manera fragmentaria, 
dispersa y discrecional. Se 
trata de lograr una ejecución 
ordenada, concurrente y 
coordinada entre los secto-
res y los gobiernos descen-
tralizados. Solo combinan-
do los sectores, otorgando 
responsabilidades a los ór-
ganos descentralizados de 
gobierno y abriendo el es-
pacio para que los propios 
beneficiarios intervengan en 
las decisiones, podrá llevar-
se adelante una política de 
desarrollo rural.

●	 Alianzas. El subgabinete, en 
interacción con los gober-
nadores regionales, propon-
dría a futuro qué nuevos pro-
gramas presupuestales se 
requieren. Para ello, incluso 
para operar articuladamen-
te los actuales en el corto 
plazo, será importante tener 
una alianza con el Ministerio 
de Economía y Finanzas. Para 
evaluar el diseño de gestión 
descentralizada y fortalecer 
la capacidad de los alcaldes 
provinciales, una alianza con 
la Presidencia del Conse-
jo Ministros (Secretaría de 
Descentralización) será ne-
cesaria.

●	 En el cortísimo plazo, definir 
con más claridad la mane-
ra de operar del Programa 
de Garantía del Gobierno 
Nacional para el Financia-
miento Agrario Empresarial 
y de AgroBanco. De esta 
manera, se podrán introdu-
cir productos financieros 
adaptados a los pequeños 
productores y sostener la 
próxima campaña agrícola. 
Un agro en decadencia difí-
cilmente podrá enfrentar un 
proceso de cambio.

100
días

1 año

5 años

Lanzar una política de desarrollo rural y seguridad alimentaria, al inicio de un nuevo 
gobierno, es ideal porque introducirá desde el principio nuevas formas de actuar 
que rompan las inercias hacia la sectorialización del Estado. Además, podrá man-
tenerse durante cinco años, lo que permitirá consolidarla en una siguiente gestión, 
una vez que se evalúen y se analicen los resultados.


